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Acta No. 289 del 21 de junio de 2016


Expediente 66001-31-03-003-2012-00303-02
Procede esta Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor Luis Alberto López López, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 6 de agosto de 2014, en el proceso ordinario de pertenencia que  instauró contra la señora Marina Gómez Franco.
I.
ANTECEDENTES

1.- Solicita el demandante se declare que adquirió por prescripción extraordinaria de dominio, el inmueble con matrícula inmobiliaria No.  290-47418 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira; se ordene la inscripción del fallo y se condene en costas a la demandada.
2.- Como fundamento de esas pretensiones, se relataron los hechos que admiten el siguiente resumen: 

2.1 Por escritura pública No. 1070 del 4 de abril de 1986, otorgada en la Notaría Tercera de Pereira, la señora Marina Gómez Franco adquirió el inmueble ubicado en la carrera 8 cruce con calle 30, local No. 63, nivel 1 del centro comercial Sanandresito, identificado con matrícula inmobiliaria No.  290-47418 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira, por compra que hiciera a la Empresa de Desarrollo Urbano de Pereira.
2.2 La citada señora ejerció la posesión material de ese inmueble hasta el mes de junio de 1992, fecha en la que lo abandonó, pues jamás volvió a cancelar los servicios públicos, el impuesto predial, las expensas o cuotas de administración y dejó de explotarlo comercialmente.

2.3 En ese momento el demandante tomó posesión material del bien, el que se encontraba semi-destruido; lo remodeló, restableció los servicios públicos, canceló las cuotas de administración y los impuestos; hizo posible su habitación y explotación comercial; concretamente lo dedica a artículos de perfumería y adquirió el local contiguo para la ampliación del establecimiento de comercio.
2.4 Desde la fecha señalada, el demandante ha actuado como señor y dueño, de manera interrumpida y así es reconocido por sus vecinos comerciantes.

3.- Por auto del 17 de septiembre de 2012 se admitió la demanda; se ordenó emplazar a la demandada y a las demás personas indeterminadas que se consideraran con derecho sobre el inmueble objeto de las pretensiones y se ordenó inscribir la demanda en el folio de matrícula inmobiliaria del inmueble objeto de usucapión.
4.- La accionada compareció al proceso y respondió la demanda. El apoderado que la representa negó los hechos relativos a la posesión alegada por el actor; adujo que este entró a ocupar el inmueble como arrendatario del señor Hernando de Jesús Villegas, a quien reconocía como propietario; a este, aquella ficticiamente le vendió y obtuvo declaración en tal sentido, por sentencia judicial. Como excepción de fondo formuló la que denominó ausencia de legitimación en la causa por activa para solicitar la prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio.

5.- El curador ad-litem que se designó a las personas indeterminadas manifestó oponerse a las pretensiones y como excepción de fondo invocó la de falta de claridad en el objeto del proceso.

6.- Vencido el traslado otorgado al demandante de tales excepciones, se decretaron las pruebas solicitadas y practicadas en lo posible, se dio traslado a las partes para alegar, oportunidad que solo aprovechó la parte demandada.

II.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Se profirió el 6 de agosto de 2014. En ella decidió la funcionaria de primera sede declarar probada la excepción de fondo propuesta por la demandada; ordenó levantar la medida previa decretada y condenó en costas al demandado. 
Para decidir así, consideró que no probó el demandante la posesión alegada, pues se demostró en el proceso que reconoció dominio ajeno, en razón a que por escritura pública No. 3.163 del 25 de septiembre de 2001, otorgó un préstamo a quien a la postre figuraba como su propietario, el señor Hernando de Jesús Villegas García, que se garantizó con hipoteca sobre el predio en disputa,  y desde esa fecha hasta aquella en que se presentó la demanda, no habían transcurrido veinte años para adquirir por prescripción extraordinaria.
III.
APELACIÓN

Impugnó el fallo el apoderado de la parte actora. Para sustentar el recurso expresó que la jueza de primera instancia solo analizó lo relacionado con la hipoteca que constituyó el demandante a favor de un tercero “que la misma juez demostró en otro proceso de simulación que no tenía vocación de titular del inmueble”, pues mediante sentencia se anularon no solo la compraventa, “sino todas las actuaciones entre el término del 12 de abril de 1988 al 25 de junio de 2012”, todo lo cual se evidencia en la sentencia por medio de la cual se declaró la simulación  de la venta que hizo la demandada a su compañero Hernando de Jesús Villegas García para burlar a sus acreedores y se restituyó la propiedad a la citada señora “después de más de 24 años de haberla perdido”, periodo en el que además estuvo privada de la posesión.
Esta, aduce, la ha ejercido el demandante de acuerdo con las pruebas incorporadas al proceso; así lo afirmaron los testigos, vecinos de Sanandresito; ni la accionada ni su compañero han ejercido tal derecho, y respecto al dinero que prestó con garantía hipotecaria al señor Hernando, alega que “nada indica que se haya despojado de la posesión”, porque desde el mes de junio de 1992 y hasta la fecha “ha sido el poseedor legalmente y notoriamente reconocido” y como fueron anuladas “todas las actuaciones que presentó en el inmueble” entre el 12 de abril de 1988 y el 25 de junio de 2012, “queda igualmente esta circunstancia sin ninguna validez”.

En escrito posterior dijo que el contrato de hipoteca referido, que celebró con quien ostentaba de manera irregular la titularidad del bien, no le hace perder la posesión que durante más de veinte años ha ejercido, pues ese negocio no “interfirió ni ha interferido en los actos de posesión”, para lo cual basta observar las demás pruebas allegadas al proceso.

Los procesos de esta naturaleza, afirmó, solo deben girar en torno a la posesión interrumpida durante el tiempo necesario para adquirir por prescripción, sin que la declaración de simulación constituya prueba idónea que “en la balanza de justicia se interponga a lo que mi cliente ha logrado demostrar”; a la demandada no le asiste ningún derecho sobre la propiedad en disputa, pues no hay prueba que así lo indique y hacerlo sería premiar a quien de mala fe transfirió una propiedad para despojar de sus derechos a unos acreedores e insiste en que su posesión data de veinte años.

Solicita se revoque el fallo impugnado y en su lugar se acceda a las pretensiones.
IV
CONSIDERACIONES 

1.- No se observa la existencia de causal alguna de nulidad que pueda invalidar lo actuado y se hallan satisfechos los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo.

2.- El demandante está legitimado en la causa al aducir su calidad de poseedor del inmueble objeto de pertenencia; también lo está la demandada, propietaria inscrita del mismo.

3.- En el presente caso, tal como se infiere del petitum de la demanda como de la causa petendi en ella invocada, ejerce el actor la acción de declaración de pertenencia o petitoria de dominio, que consagra el artículo 407 del Código de Procedimiento Civil.

De acuerdo con esa disposición y los preceptos que en el Código Civil regulan la prescripción adquisitiva de dominio, se requiere para la prosperidad de esa acción, la confluencia de los siguientes tres presupuestos: a) que verse sobre una cosa prescriptible legalmente; b) que sobre dicho bien se ejerza por quien pretende haber adquirido su dominio una posesión pacífica, pública e ininterrumpida y c) que dicha posesión se haya prolongado durante el tiempo previsto por el legislador.

3.1 El primero de tales requisitos se encuentra satisfecho en razón a que se alega la posesión sobre un inmueble, cuyo dominio constituye un derecho de naturaleza patrimonial y por ende, susceptible de adquirirse por usucapión.

3.2 Los otros dos no lo están. El demandante alegó haber ganado la propiedad por prescripción extraordinaria, pero no demostró poseer en forma inequívoca, pública y pacífica, sin reconocer dominio ajeno por el mínimo de tiempo exigido para ese fin.

El artículo 762 del Código Civil define la posesión como la tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor y dueño, sea que el dueño o el que se da por tal, tenga la cosa por sí mismo, o por otra persona que la tenga en lugar y a nombre de él.

Del contenido de tal disposición se desprende que son elementos esenciales de la posesión el corpus y el animus. El primero ha sido considerado el elemento material y que se traduce en el poder de hecho del hombre sobre la cosa. El segundo es elemento subjetivo, el comportarse como señor y dueño.

3.3 En el escrito con el que se promovió la acción afirmó el demandante que es poseedor del inmueble objeto de la acción de pertenencia desde el mes de junio de 1992 y para probar ese hecho, a instancias suyas, se escucharon los testimonios que a continuación se resumen.
Rubiela Díaz León dijo que desde hace veintiún años conoce al demandante como propietario del local No. 63, del centro comercial Sanandresito, pues es su vecina ya que es propietaria del local No. 46, el que queda a la vuelta de aquel. Adujo que le ha hecho mejoras, lo ha organizado, pues lo amplió, lo ha pintado y cambió la iluminación; asiste a las asambleas de propietarios y es él quien paga los servicios públicos, impuestos y cuotas de administración, porque así se lo ha informado
.

Gladys Yamilena Ramírez Marín afirmó que está en Sanandresito desde hace veinticuatro o veinticinco años; inicialmente trabajó en el cuarto piso y la dueña del local la mandaba donde don Alberto por lociones, al local No. 63 del nivel 1 y han sido el citado señor y su esposa Carmen, quienes han estado al frente del almacén; luego  tuvo arrendados los locales 59 y 60 y “lo tuve a él más de vecino”; hace catorce o quince años tiene un almacén en el local 47 del nivel 1 y cuando pasa, lo ve en el lugar, también a la esposa, ya que hace tres o cuatro años tienen una empleada de nombre Beatriz; hace cinco años se amplió el local con el de enseguida, el 64, e hicieron reformas de piso, “yic plac”; es Luis Alberto quien dispone de tales arreglos, sin autorización de nadie; fue él quien pagó el valor de las mejoras porque entre comerciantes “se vuelve como el primer hogar de uno”; vio que trajo a quienes las hicieron, cuando las pagó, las cotizó, midieron y llevaron los materiales y siempre el citado señor estuvo al frente de todo; ignora cómo llegó el actor a  ese lugar; nadie le ha reclamado por tener en el lugar su mercado de lociones; no ha visto a terceros que le cobren arrendamiento y es quien paga  los impuestos, porque “siempre que llegan los papeles él los coge y los lleva para cancelarlos”
.

Héctor Orozco Carvajal manifestó que es administrador del centro comercial Sanandresito y conoce a Luis Alberto López como propietario del local No. 63 desde hace dieciséis años, cuando empezó a trabajar como mensajero de ese centro comercial; con aquella calidad figura en su base de datos; así se le cita a las asambleas a las que asiste y ha sido miembro del consejo de administración, cargo que solo ostentan los propietarios; al citado señor se le dio permiso para hacer los trabajos relacionados con la unión de dos locales; además cambió los pisos, puso una iluminación adecuada y  mejoró las divisiones en lata que poseen los locales y cambió las redes eléctricas; para otras mejoras en el centro comercial, se pidió una cuota extraordinaria a los propietarios, estando como tal, del local 63, el aquí demandante
. 
Luis Orlando Giraldo Agudelo conoce a Luis Alberto hace aproximadamente veinte años en el local 63 de Sanandresito, en razón a que allí ejerce el comercio desde el año 1986 y vendía cacharro y perfumería; ignora si el citado señor cancela  arrendamiento, tampoco en razón a qué ocupa el local y si alguna persona le ha puesto problema por hacerlo; dijo que se unieron dos locales, se decoraron y se compraron vitrinas, vio hacer los trabajos pero no sabe por cuenta de quién; ha visto a don Alberto asistir a las asambleas de propietarios y el año pasado le dio poder para que lo representara; del documento respectivo, arrimó copia
.
Se practicó además inspección judicial, en asocio de perito, al inmueble objeto de la acción, acto en el que la funcionaria de primera sede se limitó a describirlo
. 

3.4 A petición de la demandada fueron escuchadas las siguientes personas, cuyas versiones se resumen:

José Evelio Loaiza Díaz expresó que Luis Alberto López, desde hace trece años, cancelaba arrendamiento al señor Hernando Villegas por ocupar el local 63 de que se trata, ya que en ocasiones lo acompañó a cobrarlo y en otras, autorizado por aquel señor, iba a reclamarlo; dejó de pagar cuando el arrendador murió, alegando que era el dueño, lo que sabe porque la demandada, compañera del difunto y a quien le había traspasado el inmueble porque le iban a hacer “una hipoteca”, fue a cobrarle la renta y no le pagó
.
María Elena Herrera Arcila aseveró que la aquí demandada le vendió a su esposo Hernando Villegas el local No. 63 de Sanandresito, de manera ficta, para evadir el cumplimiento de una obligación; el citado señor se lo arrendó a Luis Alberto; a la muerte de aquel, tres de sus hijos le vendieron sus derechos, sin que sepa si con posterioridad le cobraron la renta; al actor lo ha visto en algunas ocasiones en el inmueble, cuando con Marina y Hernando fueron a recoger el valor del arriendo, aunque con él no ha tratado
.
Luis Enrique González Guerra dijo que para evitar un embargo, la señora Marina transfirió el inmueble a su esposo Hernando Villegas, quien se lo arrendó a Luis Alberto López; a aquel señor lo acompañaba a cobrar la renta o mandaba a un señor de nombre Evelio que con él trabajaba; ese pago lo hizo a Hernando hasta el año 2001 y con posterioridad lo continuó haciendo a sus herederos; el valor de la renta era de $180.000, aunque desconoce los demás pormenores del contrato; después del fallecimiento de Hernando, Luis Alberto unió el local con otro contiguo, de su propiedad
.
Germán de Jesús García Castaño contó que Luis Alberto ocupa el inmueble en calidad de arrendatario, pues Hernando, el esposo de Marina, se lo arrendó por la suma de $40.000, ya que con ellos iba a cobrarlo o lo mandaban a hacerlo, hace diez o doce años; el finado Hernando le comentó que Luis Alberto le había prestado plata; adujo además que este vendió el local y el establecimiento a una señora de nombre Esperanza. En el mismo acto el testigo aportó copias de los documentos que acreditan la venta que del establecimiento de comercio Perfumería Paris, que funciona en el inmueble de que se trata, hizo el actor a la señora Carmenza Giraldo Hurtado
.
Se escuchó en interrogatorio al demandado, acto en el que explicó que llegó al centro comercial Sanandresito en 1991 o 1992, cuando vendía electrodomésticos; vio el local desocupado y cerrado; preguntó por el dueño y le dijeron que era un señor Hernando Villegas; otra persona, de nombre Hernando Sánchez, propietario de un local en el mismo centro comercial, le dijo que aquel lo iba a arrendar pero que no venía casi porque mantenía ingiriendo licor y le mostró el inmueble; a los días volvió, Villegas no aparecía, entonces Sánchez le informo que él lo iba a arrendar, que podía ir tomándolo en arriendo mientras Hernando Villegas aparecía, “después de eso yo tomé posesión del local y don Hernando Villegas después de eso vino a aparecer como a los seis meses”; le preguntó la razón por la cual estaba en el local, a lo que respondió que “estaba ahí esperando que él llegara, él no le gustó que yo hubiera estado en el local”,; Hernando le pidió que lo desocupara; él le reclamó una indemnización por las mejoras que había puesto, a lo que aquel no accedió, pero posteriormente arreglaron de manera verbal y “yo le di a él $1.000.000 por esa posesión que yo ya adquiría el local”; casi no lo volvió a ver; en septiembre de 2001 le hizo un préstamo con hipoteca, lo que no viene al caso porque un juzgado declaró nulo “todos esos procesos que habían de 1988 a 2011”; que por intermedio de Evelio Loaiza le entregó $20.000 a Hernando Villegas en calidad de préstamo; que demandó a este último para obtener el pago de la suma que le prestó en hipoteca; reitera que recibió el inmueble en calidad de arrendatario, “pero por allá no volvió a aparecer nadie”. Al preguntársele porqué, si se consideraba poseedor del bien, aceptó que se gravara con una hipoteca, dijo “Más que todo ahí en ese entonces fue como por hacerle un favor al señor don Hernando porque él tenía unas deudas con otros acreedores”
.
Con el escrito de contestación a la demanda se allegaron, entre otros, los siguientes documentos:

Copia de la escritura pública No. 3.163 del 25 de septiembre de 2001, otorgada en la Notaría Única del municipio de Dosquebradas, por medio de la cual el señor Hernando de Jesús Villegas García se constituyó deudor del señor Luis Alberto López López por la suma de $19.000.000 y para garantizar el pago de esta obligación, hipotecó el local No. 63, ubicado en el primer nivel del centro comercial Sanandresito, identificado con matrícula inmobiliaria No. 290-47418. En la cláusula cuarta de tal documento se expresó: “Manifiesta el deudor que el inmueble que hipoteca es de su plena y exclusiva propiedad, que en la actualidad lo posee quieta, regular y pacíficamente…”
 

Copia de la escritura pública No. 1.219 del 26 de abril de 2002, otorgada en la Notaría Única del municipio de Dosquebradas, por medio de la cual los señores Andrés Hernando y Claudia Milena Villegas Pérez vendieron al señor Luis Alberto López López los derechos que les puedan corresponder  en la sucesión del señor Hernando de Jesús Villegas García, fallecido el 4 de marzo de 2002, vinculados al local No. 63, ubicado en el primer nivel del centro comercial Sanandresito, identificado con matrícula inmobiliaria No. 290-47418
.
Copia de la sentencia proferida el 30 de septiembre de 2011 por el Juzgado Tercero Civil del Circuito –Adjunto- de Pereira, con sus constancias de notificación y ejecutoria, en el proceso ordinario promovido por Marina Gómez Franco contra Viviana Marcela Villegas Gómez, Claudia Milena, Andrés Hernando y Julián Armando Villegas Pérez, en calidad de herederos de Hernando Villegas García, en la que se declaró simulado el contrato de compraventa que celebraron la primera y el último, sobre el inmueble con matrícula inmobiliaria No. 290-47418 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira y se ordenaron las notificaciones e inscripciones de rigor; además se decidió que quedaban sin valor los gravámenes que suscribió el señor Villegas García, comprometiendo el inmueble en cita
.
4.- Obran en el proceso dos grupos de testigos, unos que consideran que es el actor el poseedor del inmueble pretendido en usucapión y otro que estima que ha sido un mero tenedor.

Sin embargo y sin que se requiera hacer un mayor análisis de esos testimonios, otras pruebas acreditan que el citado señor no es poseedor, o por lo menos no lo es desde el mes de junio de 1992, como lo expresa en la demanda, con el argumento de que la demandada lo abandonó. En efecto:

4.1 En el interrogatorio absuelto, adujo el citado señor que llegó al inmueble en 1991 o 1992, como arrendatario, para lo cual fue autorizado por Hernando Sánchez, aunque sabía que su propietario era Hernando Villegas, tal como aquel se lo había dicho y que solo seis meses después, este se presentó disgustado, le pidió que le desocupara el local, ante lo cual le reclamó mejoras, y finalmente convinieron verbalmente que le compraba la posesión.

Aunque tratándose de prescripción extraordinaria no es necesario título en el poseedor y se presume de derecho su buena fe a pesar de la falta de alguno adquisitivo de dominio de acuerdo con los numerales 1º y 2º del artículo 2531 del Código Civil, puede deducirse un indicio en contra del actor de su conducta procesal, como lo autoriza el artículo 249 del Código de Procedimiento Civil, en razón a que no se ofrece sincero en sus afirmaciones sobre la forma cómo empezó a poseer, pues una cosa dijo en el interrogatorio absuelto y otra en los hechos de la demanda.

4.2 El actor ha reconocido dominio ajeno. Así lo hizo en relación con el señor Hernando Villegas García, al celebrar con él un contrato de mutuo, en el que este, como deudor, garantizó la acreencia con una hipoteca de primer grado que afecta el inmueble en conflicto, tal como lo acredita la copia de la escritura pública No. 3.163 del 25 de septiembre de 2001, otorgada en la Notaría Única del municipio de Dosquebradas, atrás descrita.

Y lo hizo también posteriormente, cuando compró los derechos que sobre ese bien le correspondieran a los señores Andrés Hernando y Claudia Milena Villegas Pérez en el proceso de sucesión del señor Hernando Villegas García, vinculados al mismo inmueble, por escritura pública No. 1.219 del 26 de abril de 2002, otorgada en la Notaría Única del municipio de Dosquebradas. 

4.3 Del análisis en conjunto de esas pruebas, puede entonces deducirse con seguridad que el demandante, en diversas oportunidades y por distintos medios, ha reconocido como propietario del local de que se trata al señor Hernando Villegas García y en tal forma no puede atribuirse la calidad de poseedor, ante la ausencia del elemento subjetivo que integra la figura, es decir, el ánimo de comportarse como señor y dueño.

Y es que aunque esté acreditado el poder de hecho que el citado señor ejerce sobre el tan referido inmueble, del que dieron cuenta los testigos que a instancias suyas declararon en el curso del proceso, ese presupuesto, por sí, no le otorga la condición de poseedor material, ya que esa mera circunstancia no configura jurídicamente posesión, mientras de otro lado no se tenga la intención de ser dueño, elemento interior que no es de percepción por los terceros y del que se carece cuando se acepta que la propiedad del bien radica en cabeza de otra persona.

De acuerdo con el artículo el 780 del Código Civil, si se ha empezado a poseer a nombre propio, se presume que esa posesión ha continuado hasta el momento en que se alega; si se ha poseído a nombre ajeno, se presume igualmente la continuación del mismo orden de cosas y si alguien prueba haber poseído anteriormente y posee actualmente, se presume la posesión en el término intermedio.

En relación con el entendimiento que debe darse a esa disposición, ha dicho la Corte Suprema de Justicia:

“… Tomada del proyecto inédito de don Andrés Bello, quien, a juzgar por la nota que dejó plasmada en el proyecto de 1853, se inspiró en pasajes del Tratado de la Posesión de Pothier
, en ella se recoge el principio clásico
 en virtud del cual nadie puede cambiar por sí mismo la causa de su posesión (“nemo potest sibi ipse mutare causam possesionis”)
, norma que, en concordancia con la contenida en el artículo 777 del Código Civil, ha servido para que la Corte explique una y otra vez el fenómeno de la interversión del título. “La interversión del título de tenedor en poseedor, bien puede originarse en un título o acto proveniente de un tercero o del propio contendor, o también, del frontal desconocimiento del derecho del dueño, mediante la realización de actos de explotación que ciertamente sean indicativos de tener la cosa para sí, o sea, sin reconocer dominio ajeno. En esta hipótesis, los actos de desconocimiento ejecutados por el original tenedor que ha transformado su título precario en poseedor, han de ser, como lo tiene sentado la doctrina, que contradigan, de manera abierta, franca e inequívoca, el derecho de dominio que sobre la cosa tenga o pueda tener el contendiente opositor, máxime que no se puede subestimar, que de conformidad con los artículos 777 y 780 del Código Civil, la existencia inicial de un título de mera tenencia considera que el tenedor ha seguido detentando la cosa en la misma forma precaria con que se inició en ella” (cas. civ. de 18 de abril de 1989, reiterada en las de 24 de junio de 2005, exp. 0927, 20 de marzo de 2013, exp. 47001-3103-005-1995-00037-01 y que reitera jurisprudencia anterior, como la de 7 de diciembre de 1967, T. CXIX, páginas 352 y 353. El aparte subrayado no es del texto original)…”
. 

En este caso, la posesión alegada por el actor no puede contarse desde cuando ingresó al inmueble, pues en el interrogatorio absuelto dijo que lo empezó a ocupar como arrendatario y reconocía a Villegas García como propietario; sin que haya aportado prueba alguna para desvirtuar la presunción de tenedor que consagra el inciso 2º del artículo 780 ya citado, toda vez que aunque afirmó que aquel le vendió la posesión por $1.000.000, ese hecho no lo invocó como fundamento de sus pretensiones y tampoco lo acreditó.

Por el contrario, confirman que con tal calidad siguió actuando, las circunstancias de que haya reconocido al mismo señor como propietario, en septiembre de 2001, cuando este le garantizó el pago de una obligación con hipoteca sobre ese bien, y al comprar a dos de sus herederos, en abril de 2002, los derechos que en la sucesión le correspondieran sobre el mismo bien.
El cambio de posición debe acreditarse con actos que lo revelen sin duda alguna. Es decir, que cuando se alega posesión material, la que ha estado precedida de una mera tenencia, la prueba sobre la modificación producida respecto de la calidad con la que se detentaba el bien, debe aparecer fehacientemente acreditada y en este caso, no hay cómo inferir no solo la época, sino las razones por las cuales dejó de desconocer el derecho de dominio en el señor Hernando Villegas García. Es decir, no acreditó que se hubiese producido la interversión del título de tenedor en poseedor.
De esa manera puede decirse que los testimonios oídos a instancias del actor, aunque dieron cuenta de los actos posesorios por él ejecutados, pierden mérito demostrativo frente a lo que enseñan las manifestaciones que ha hecho el mismo señor en escrituras públicas  y en el interrogatorio absuelto en el curso del proceso, al reconocer dominio ajeno, las que constituyen una confesión, que por reunir los requisitos del artículo 195 del Código de Procedimiento Civil debe ser apreciada, ya que sobre el presupuesto del animus, por pertenecer a su fuero interno, tienen más mérito sus propias expresiones que las de los terceros declarantes, quienes no han podido percibir más que el poder de hecho que ejerce sobre la cosa. Y es que la voluntad de portarse como dueño ha de encontrarse en primer lugar en quien dice poseer con tal calidad.

En esas condiciones, ante la falta de uno de los elementos para que se pueda considerar al actor poseedor del inmueble objeto de la controversia, como lo concluyó la funcionaria de primera instancia, sus pretensiones estaban llamadas a fracasar.
5.- Para la Sala no tienen acogida los argumentos del recurrente, pues se considera acertada la valoración probatoria que contiene la sentencia, respecto de la hipoteca que a su favor constituyó Hernando Villegas García quien para entonces figuraba como propietario inscrito del local. La circunstancia de que se haya decidido en la sentencia que declaró simulado el contrato de compraventa por medio del cual el último lo adquirió, que quedaban sin valor los gravámenes que suscribió Villegas García, no resta valor al  reconocimiento que de este hizo el actor como propietario del inmueble.
Y es que de aceptarse, en gracia de discusión, que fuera válido el razonamiento del impugnante, este, en otra oportunidad procedió en igual forma, concretamente en el mes de abril de 2002, al comprar los derechos que en el mismo inmueble le correspondieran a dos herederos del mencionado Villegas García, acto al que no se refiere el fallo a que se hizo anterior en el párrafo anterior.
La posesión que dice no han ejercido la demandada ni el señor Hernando Villegas García, en modo alguno puede ser el sustento para revocar la sentencia, pues tal hecho carece de incidencia en este asunto, en el que correspondía al actor acreditar que era él quien ejercía tal derecho, para adquirir por prescripción.  Tampoco las decisiones que se adoptaron en el proceso de simulación que en otros apartes se ha mencionado, pues no corresponde en este calificarlas. 

V    CONCLUSIONES Y DECISIÓN

Como el demandante no pudo acreditar que hubiese ejercido la posesión material del bien por más de veinte años, término necesario para usucapir en forma extraordinaria, no está facultado para adquirir el inmueble por ese medio.

En esas condiciones, se confirmará la providencia impugnada. 

El demandante será condenado a pagar las costas causadas en esta instancia, sin que se fijen las agencias en derecho en esta sede, porque la mayoría de la Sala estima que debe aplicarse sobre tal aspecto el Código General del Proceso, que ya no manda proceder en tal forma.

En mérito a lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

1º.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 6 de agosto de 2014, en el proceso ordinario de pertenencia que  instauró el señor Luis Alberto López López contra la señora Marina Gómez Franco.

2º.- Costas en esta sede a cargo del impugnante, a favor de la demandada. 

Notifíquese, 
Los Magistrados.



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA
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